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Polochic: su pasado, presente y futuro 
 

ññFuimos en busca de soluciones, y solo encontramos dolor.ò 

- Sobreviviente de la masacre de Panzós - 
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Las comunidades maya qôeqchiôes 

del Valle de Polochic en Guatemala 

han sufrido una larga historia de 

amenazas, desplazamiento, violen-

cia brutal y extrema pobreza. Des-
pués de una serie de desalojos vio-

lentos en marzo de 2011, más de 

700 familias solo tratan de sobrevi-

vir.  

El golpe de estado respaldado por la 

CIA en 1954, puso fin a esfuerzos 
prometedores de reforma agraria en 

Guatemala, ya que afectaban los 

intereses económicos de empresas 

estadounidenses que operaban en el 

país. Bajo los gobiernos militares 

que rigieron en Guatemala por tres 

décadas después del golpe, familias 

pudientes (tanto nacionales como extranje-

ras) adquirieron t²tulo ñlegalò de las tierras 

del Valle de Polochic por medio de fraude, 

confiscación, intimidación y violencia.  

La poblaci·n maya qôeqchiô fue desplazada 

y a menudo obligada a trabajar por un 

mísero salario en grandes plantaciones. Las 

tensiones entre los terratenientes, muchos 

de ellos de ascendencia alemana, y la po-

blación indígena local se incrementaba 

mientras que las comunidades luchaban por 

obtener el reconocimiento legal  de su dere-

cho histórico de la tierra. 

El 27 de mayo de 1978, campesinos de San 

Vicente, Panzós, fueron a sembrar maíz a 

las orillas del río Polochic. Sus intensiones 

fueron interrumpidas por los hijos de uno 

de los terratenientes, acompañados por 

tropas del ejército, quienes los amenazaron 

y les exigieron que desistieran de la de-

manda por una reforma agraria. Dos días 
después, centenares de hombres, mujeres y 

niños de distintas comunidades se reunie-

ron en el parque central de Panzós para 

dialogar con el alcalde Walter Overdick 

García. Ellos buscaban una soluci·n al 

problema de la tierra y un alto a las cons-

tantes amenazas e intimidaciones. En lugar 

de un dialogo, fueron recibidos a balazos. 

Los soldados, quienes les esperaban en los 

techos de los edificios que rodean la plaza, 

Los candidatos presidenciales Otto Pérez 

Molina y Manuel Baldizón tuvieron los más 

altos porcentajes de votos en las elecciones 

pasados el 11 de septiembre. Ahora ambos 

compiten en la segunda vuelta electoral el 

próximo 6 de noviembre. 

Las elecciones concluyeron una larga e 

intensa temporada de campañas marcada 

por batallas en los tribunales, violencia e 

intimidación pre-electoral. Las elecciones 

trajeron atención internacional a Guatemala 

debido a acusaciones que los candidatos 

tienen vínculos al crimen organizado, co-

rrupción y violaciones de derechos huma-

nos. 

Peréz Molina, del Partido Patriota, recibió 

un 36% del voto. Baldizón, del partido Li-

bertad Democrática Renovada (LIDER), 

quedó en segundo lugar con un 23% del 

voto. 

Hasta hace poco, la oposición más fuerte a 

Pérez Molina era Sandra Torres, la ex-

esposa del actual presidente Alvaro Colom. 

A pesar de su divorcio reciente de Colom, 

la Corte Suprema no permitió que aparecie-

ra en la lista electoral debido a una ley que 

prohíbe a miembros de la familia del presi-

dente participar en las elecciones. El Frente 

Amplio, un grupo progresista y de izquier-

da con Rigoberta Menchú como su candida-

ta, ganó un 3% del voto. 

Los meses previos a las elecciones fueron 

marcados con altos índices de violencia 

Pérez Molina y Baldizón com-

petirán para la presidencia en 

la segunda vuelta electoral  
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La vida de cientos de ind²genas, mujeres y ni¶os est§n 

en riesgo hoy en día en el Valle del Polochic. 
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La misión de GHRC 
 

Fundada en 1982, la Comisión 

de Derechos Humanos de Gua-

temala en Washington es una 

organización independiente y 

humanitaria sin fines de lucro. 

GHRC hace monitoreo, docu-

menta y reporta sobre la situa-

ción de derechos humanos en 

Guatemala, apoya a los sobre-

vivientes de abusos y trabaja 

para un cambio positivo y 

sistémico. 

 

Junta Directiva 
 

Kathy Ogle 

Presidenta  
 

Amy Kunz 

Vice Presidenta 
 

Joan Dawson 

Secretaria 
 

Janett Forte 

Tesorero 
 

Yolanda Alcorta 
 

América Calderón 
 

Christina del Castillo 
 

John Leary 
 

Jean-Marie Simon 

 

Junta Consultiva 
 

Kit Gage 
 

Jennifer Harbury 
 

Sr. Dianna Ortiz 
 

Sr. Alice Zachmann 

 

Personal 
 

Kelsey Alford-Jones 

Directora 
 

Robert Mercatante 

Director del Programa de 

Defensores de Derechos  

Humanos 
 

Kathryn Johnson 

Coordinadora de Incidencia 

y Gestión  

 

Practicantes 
 

Melissa Deal 
 

Julia Sick 

abrieron fuego contra la multitud. Hombres, 

mujeres y niños fueron salvajemente masacra-

dos, sus cuerpos fueron transportados hasta el 

cementerio local por el camión de basuras y 

arrojados a una fosa común como si fueran des-
perdicios. Otros murieron a consecuencia de sus 

heridas mientras huían de la masacre. Se estima 

que más de 100 personas fueron asesinadas y 

muchas más resultaron heridas.  

Recientemente, el ex alcalde Walter Overdick 

García hizo una declaración sorprendente du-
rante su testimonio en una audiencia en junio de 

este año. Públicamente y dando nombre, el 

afirmó que cuatro terratenientes de la región, 

junto con funcionarios militares de alto rango, 

coordinaron con anterioridad la represión vio-

lenta de la manifestación campesina. 

En el informe de la comisión de la verdad titula-
do ñMemoria del Silencioò, la Comisi·n para el 

Esclarecimiento Histórico (CEH) caracteriza el 

caso de Panzós como un claro ejemplo de la 

incapacidad del Estado para proteger los dere-

chos territoriales históricos de las comunidades 

qôeqchiôes. El caso pone en evidencia c·mo los 

terratenientes utilizan al Estado para resolver 

las disputas de tierras a su favor, hasta el punto 

de utilizar la violencia extrema en contra de 

campesinos. Asimismo, demuestra claramente 

la voluntad de la élite de involucrar al ejército 

en disputas agrarias. Lamentablemente, poco ha 

cambiado durante los 33 años desde la masacre 

de Panzós. 

En el 2006, Carlos Widmann, cuñado del enton-

ces presidente Oscar Berger, logró obtener 

préstamos del Banco Centroamericano de Inte-

gración Económica (BCIE) por $31 millones de 

dólares para mover su producción de caña de 

azúcar, Ingenio Guadalupe, de la costa sur al 

Valle de Polochic. La empresa, con el nuevo 

nombre de Chabil Utzaj, fracasó y las tierras 

fueron abandonadas. Las comunidades 

qôeqchiôes que fueron desplazadas regresaron y 

empezaron a cultivar para su propia subsisten-

cia. En el 2010, los periódicos informaron que 

las tierras y el equipo de Chabil Utzaj serían 

subastados por un banco guatemalteco. 

Sin embargo, en marzo de 2011 se anunció que 

el Grupo Pellas de Nicaragua rescató la empresa 

con una inversión de más de $20 millones de 

d·lares, bajo el nombre de ñGuatemala Sugar 

State Corporationò. La familia Pellas, quien 

produce el ron Flor de Caña, es una de las fami-
lias económicamente más poderosa de Nicara-

gua. Administran un vasto imperio que incluye 

un banco, un hospital, concesionarios de auto-

móviles, compañías de seguros, de distribución 

de licores, de comunicación y muchos otros 

negocios en toda la región. Es uno de los mayo-

res exportadores de etanol derivado de la caña 

de azúcar de Centroamérica, y se han expandido 

al cultivo de palma africana para la producción 

de aceite de palma y biocombustible. 

Con Chabil Utzaj de vuelta a sus operaciones, la 

tierra tenía que ser despejada, lo cual significa-

ba desalojar a los campesinos maya qôeqchiôes 

que habían sembrado sus cultivos en las tierras 

abandonadas.  

El 14 de marzo, mientras ciertos funcionarios 

del gobierno guatemalteco se reunían con la 

delegación de las comunidades de Polochic para 

negociar una solución a la urgente necesidad de 

las tierras, otros funcionarios gubernamentales 

preparaban la logística para expulsar a la fuerza 

a estas mismas comunidades. Sería el desalojo 
más grande en la historia reciente de Guatema-

la. 

Al siguiente día, a primeras horas de la madru-

gada, cientos de soldados, policías nacionales y 

guardias de seguridad privada contratados por 

Chabil Utzaj se congregaron en el Valle de Po-

lochic. Bajo la dirección de Carlos Widmann, se 
comenzó el violento desalojo de hombres, mu-

jeres y niños de sus hogares. Un campesino, 

Antonio Beb Ac, recibió una herida mortal en la 

cabeza. Otros resultaron heridos o se enferma-

ron debido a la inhalación de gases lacrimóge-

nos. 

Las familias suplicaron en vano a las fuerzas 

gubernamentales y paramilitares que no destru-

yeran los cultivos que ellos habían sembrado. 

Con una brutalidad que aludía a las tácticas de 

tierra arrasada utilizadas por el ejército durante 

el conflicto interno, los hogares de las familias 

indígenas fueron quemados y sus cultivos des-

truidos, dejando a miles sin comida ni refugio. 

Dos días después, el gobierno del presidente 

Álvaro Colom publicó un comunicado oficial 

titulado: ñEs deber del gobierno de la Rep¼blica 

preservar la gobernabilidad y el estado de dere-

choò.  El documento afirma que el gobierno 

tiene la ñobligaci·n legal y moral de detener 

esta ola creciente de acciones ilegalesò. Des-

afortunadamente, los ñactos il²citosò a los cua-

les se hace referencia no son los desalojos vio-

lentos ni el asesinato de campesinos, sino más 

bien las protestas pacíficas por la violación de 

los derechos humanos por organizaciones de 

movimientos sociales. El gobierno amenazó el 

ñinmediato cumplimiento de todas las ·rdenes 

de desalojoò y que ñse congelar§ todo espacio 

de di§logoò con organizaciones campesinas. 
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política, con al menos 35  asesinatos de 

activistas y candidatos para alcalde y dipu-

tado. Muchos expresaron su preocupación 

de violencia el día de las elecciones, así 

como el acceso a las urnas y complicacio-

nes debido a los múltiples sistemas de iden-

tificación. 

Mientras el día transcurría con calma, ob-

servadores electorales, quienes sumaron 

más de 10,000 personas, reportaron actos 

de intimidación, compra de votos y otras 

anomalías. Una gran cantidad de quejas 

fueron registradas en los departamentos de 

Guatemala, El Quiché, Alta Verapaz, Hue-

huetenango, Quetzaltenango y San Marcos. 

En Chimaltenango, las instrucciones mono-

lingües en español en las papeletas crearon 

dificultades para hablantes del idioma 

Kôaqchikel, muchos de los cuales son anal-

fabetos. El Tribunal Supremo Electoral fue 

criticado por largos retrasos en publicar los 

resultados de las elecciones locales. 

En general, las complicaciones no disuadie-

ron a los ciudadanos de participar en las 

elecciones. Un estimado de un 66% de la 

población salió a votar, con gran participa-

ción de jóvenes y mujeres. 

La seguridad ciudadana se ha vuelto uno de 

los temas principales de las campañas pre-

sidenciales, puesto que los guatemaltecos 

enfrentan un incremento en los niveles de 

violencia debido a las maras y el crimen 

organizado. Tanto Pérez Molina como Bal-

dizón ha prometido contrarrestar el crimen 

a través de mayor presencia policial y mili-

tar. 

Sin embargo, para los guatemaltecos ningu-

no de los candidatos inspira confianza. 

Ambos han discutido la concesión de un 

mayor número de licencias de exploración 

y explotación mineraïlo que es en la actua-

lidad un tema controversial al que se opo-

nen comunidades indígenas y activistas del 

medio ambiente en todo el país. Los temas 

de justicia, transparencia y derecho indíge-

na han sido altamente 

ignorados durante sus 

campañas. De hecho, am-

bos han tenido que con-

frontar acusaciones de 

involucramiento en abu-

sos de derechos humanos 

y crimen organizado. 

Peréz Molina tiene una 

larga historia de participa-

ción en las fuerzas arma-

das, y fue quién supervisó 

la política de tierra arra-

sada en la región Ixil a 

principio de la década de 

los 80s. Si ganara, sería el primer oficial 

militar en ser presidente desde 1986. En 

entrevistas recientes, Pérez Molina negó 

que actos de genocidio ocurrieran en contra 

del pueblo maya durante el conflicto arma-

do, una señal preocupante para las comuni-

dades indígenas y los casos de derechos 

humanos actualmente en las cortes guate-

maltecas. Defensores de derechos humanos 

al nivel internacional han expresado su 

preocupación por el impacto que su presi-

dencia tendría sobre la justicia y responsa-

bilidad por violaciones a derechos humanos 

(ver P§g. 4). 

Baldizón ha sido identificado como el em-

presario más poderoso del Petén. De acuer-

do con fuentes mediáticas, es dueño de 

hoteles, restaurantes, servicios de transpor-

te aéreo y sobre tierra, centros comerciales 

y medios de comunicación, y le han acusa-

do de tener fuertes vínculos al crimen orga-

nizado. Actualmente hay múltiples denun-

cias registradas en su contra en las cortes 

por apropiación de tierra públicas. Es, 

además, un fuerte promotor de la pena de 

muerte e incluso ha hablado de ejecuciones 

públicas-una idea especialmente peligrosa 

en el contexto de la corrupción policial y 

judicial en Guatemala. 

Ambos candidatos han sido acusados por 

un grupo de monitoreo electoral, Mirador 

Electoral, de gastar mucho más en sus cam-

pañas del límite legal. Algunos han sugeri-

do que solo el crimen organizado sería 

capaz de proveer esa cantidad de dinero 

para apoyar a un candidato. 

Mientras la batalla presidencial recibió la 

mayor atención mediática, los resultados de 

las elecciones al congreso y a alcaldías 

tendrán fuertes implicaciones para los años 

que vienen. El Partido Patriota y la coali-

ción Unidad Nacional de la Esperanza 

(UNE)-Gran Alianza Nacional (GANA) 

obtuvieron una gran cantidad de puestos en 

el congreso. El Partido Patriota también 

ganó una gran cantidad de puestos local. 

Pérez Molina y Baldizón están trabajando 

ahora para formar alianzas con los partidos 

que no ganaron y otros grupos de interés 

para así obtener el 50% necesario en no-

viembre. La mayoría de los partidos, inclu-

yendo UNE-GANA, se han unido con Bal-

dizón, quién además recibió el apoyo de 

aproximadamente 500,000 ex Patrulleros 

de Autodefensa Civil. 

Mientras Guatemala se prepara para otros 

dos meses de campaña electoral, progresis-

tas, líderes indígenas y defensores de dere-

chos humanos ven presagios de un retorno 

a la Guatemala de la década de los 80s, así 

como un incremento en la represión, crimi-

nalización de movimientos sociales y un 

campo de acción libre para la élite gober-

nante de la nación. 

Elecciones van a segunda vuelta 
De la página 1  

Estadísticas de las elecciones 
 

Partidos registrados: 27 

Los votantes registrados: 7.340.841, (con 

una población de 14,4 millones de personas) 

Resultados de la carrera presidencial: 

¶ Otto Pérez Molina, Partido Patriota (PP)ð

36%  

¶ Manuel Baldizón, Libertad Democrática 

Renovada (Líder)ð23% 

¶ Eduardo Suger, Compromiso, Renovación 

y Orden (Creo)ð16% 

¶ Rigoberta Menchú, Winaq/Frente Am-

plioð3.27% 

¶ Juan Gutiérrez, PANð2.76% 

¶ Patricia de Arzú, Partido Unionista (PU)

ð2.17% 

¶ Alejandro Giammatei, CASAð1.0% 

¶ Adela Torrebiarte, ADNð.43% 
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Manuel Baldizón , izquierda, y Pérez Molina 
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Una mujer ind²gena vota en la ciudad de Guatemala. 
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El derecho de la verdad y la justicia no des-

aparece durante la temporada electoral. 

Mientras las elecciones del 11 de septiembre 

se avecinan, organizaciones guatemaltecas 

han seguido impulsando los casos de masa-

cres y genocidio del conflicto interno, y las 

organizaciones internacionales han conti-

nuado su incidencia en los EE.UU. y la 

ONU para que se investigue los alegatos 

sobre la participación de oficiales militares 
en crímenes de lesa humanidad. Mientras 

tanto, el gobierno estadounidense ha articu-

lado su propia política de prevención de 

atrocidades masivas, la cual incluye la dene-

gación de entrada a los EE.UU. para indivi-

duos quienes han participado en tales actos. 

El candidato presidencial Otto Pérez Molina 

es alguien que ha sido acusado de cometer 

crímenes de lesa humanidad. Teniendo en 

cuenta las débiles instituciones de Guatema-

la y la fuerte corrupción e impunidad, la 

posible presidencia de Pérez Molina, un 

general retirado, ha levantado muchas pre-
ocupaciones tanto en Guatemala como en la 

comunidad internacional. Pérez Molina, 

quien fue entrenado como kaibil, está impli-

cado en numerosas violaciones de derechos 

humanos, tanto cuando supervisaba la re-

gión Quiché durante el genocidio patrocina-

do por el estado, como cuando trabajaba 

como jefe de inteligencia militar guatemal-

teco. Un caso fue presentado en su contra en 

los tribunales de Guatemala en marzo de 

este año por su presunto involucramiento en 

la desaparición forzada y la tortura de Eve-

rardo Bámaca. Históricamente, Pérez Moli-

na ha tenido estrechas relaciones con los 

EE.UU. Se graduó de la Escuela de las 

Américas, y según alegó el periodista Allan 

Nairn, él estaba en la nómina de la CIA a 

mediados de la década de los 90s. 

Cuando GHRC y otros grupos se enteraron 

de la posible visita de Pérez Molina a Was-

hington, DC en mayo, organizaron una ma-

nifestación grande frente al Departamento 

de Estado, instando a que se niegue las visas 

a los criminales de guerra. Más de 70 acti-

vistas se reunieron el 16 de mayo con pan-

cartas con el mensaje "No a Visas para los 

torturadores, los autores de genocidio o cri-

minales de guerraò, y mostraron una pancar-

ta de treinta pies de largo con fotos de ex-

humaciones de fosas comunes y los familia-

res de las víctimas del genocidio. 

En julio, GHRC, junto con Annie Bird de 

Derechos en Acción y la abogada Jennifer 

Harbury, dieron seguimiento con una carta 

al Relator Especial sobre la Tortura, de las 

Naciones Unidas, pidiendo una investiga-

ción sobre la participación de Pérez Molina 

en actos de tortura y crímenes de lesa huma-

nidad durante el conflicto interno en Guate-

mala. 

En concreto, la carta pidió a la ONU investi-

gar el papel de P®rez Molina en ñla utiliza-

ción sistemática de la tortura en el Triángulo 

Ixil y otras áreas en la década de 1980, así 

como la tortura sistemática de todos los 

prisioneros de guerra, especialmente como 

Director Nacional de la división de inteli-

gencia en 1992ò.  La carta aporta prueba 

contundente para respaldar la solicitud, tal 

como documentos desclasificados del De-

partamento de Estado. 

El trabajo de GHRC para crear conciencia 

acerca de los guatemaltecos que viajan a 

menudo a los EE.UU. que son acusados de 

crímenes de guerra se vio reforzado por el 

reciente comunicado de la administración 

Obama, lañDirectiva Presidencial sobre las 

Atrocidades Masivasò, que reitera que es de 

interés de los EE.UU. denegar la entrada a 

aquellos que han participado en extensas 

violaciones a los derechos humanos y 

crímenes de lesa humanidad. En su procla-

mación del 4 de agosto, Obama declaró: "El 

respeto universal para los derechos humanos 

y el derecho humanitario y la prevención de 

atrocidades a nivel internacional promueve 

los valores estadounidenses y los intereses 

fundamentales de los EE.UU. en ayudar a 

asegurar la paz, disuadir la agresión, promo-

ver el estado de derecho, luchar contra la 

delincuencia y la corrupción, fortalecer las 

democracias y prevenir las crisis humanita-

rias en todo el mundoò. 

En un memorándum adjunto, el Presidente 

Obama describió la creación de un Consejo 

Interinstitucional de Prevención de Atroci-

dades y una Revisión Correspondiente Inter-
institucional. El memorándum comienza: 

"La prevenci·n de las atrocidades masivas y 

el genocidio es un interés esencial de seguri-

dad nacional y una responsabilidad moral 

fundamental de los Estados Unidosò. 

El siguiente paso será asegurar que el go-

bierno de EE.UU. tome en serio este com-

promiso cuando se evalúe la forma de rela-

cionarse con una posible administración de 

Pérez Molina. 

Ver una copia de la carta y más sobre nues-

tra campaña en www.ghrc-usa.org. 

Licenciada Jennifer Harbury habla a más de 70 activistas que se reunieron fuera del Departamento 

del Estado de EE.UU. para exigir que los EE.UU. niega visas a los criminales de guerra.  
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El candidato presidencial Otto P®rez Molinate 

frente a su símbolo de la campañañmano duraò  
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Organizaciones exigen investigación de los relacionados con tortura y críme-

nes de guerra 

 


